PAGE  
1

 José Nun

NOTAS PARA DISCUSION EN EL FORO DEL “PLAN FÉNIX”


1.-

Sin duda, la crisis de representación se ha convertido en un fenómeno habitual en las sociedades contemporáneas y hay acuerdo en que inciden fuertemente sobre ella desde la fragmentación y desestructuración de las clases sociales hasta la videopolítica, pasando por el peso enorme que han adquirido las grandes corporaciones en un mundo globalizado a su medida. También es cierto que, por definición, en una democracia representativa debe existir siempre una distancia entre gobernantes y gobernados y que esta distancia reconoce dos extremos: cuando es nula, nos hallamos ante una democracia directa;  cuando es total, ante una tiranía. Entre estos extremos, el grado tolerable de tal separación es indecidible a priori y depende de una historia, de tradiciones culturales, de las ideologías en pugna, de las formas organizativas, etc. Pues bien: lo que trato de decir es que, en la Argentina, la distancia se volvió tan grande que acabó conduciendo desde mediados de los 90 a una virtual ruptura del lazo de representación .


Sólo que resulta necesario ir todavía más lejos pues esta ruptura es la manifestación más visible de un problema de una gravedad mucho mayor, que el fracaso del gobierno de De la Rúa se encargó de profundizar. Aludo a un verdadero vaciamiento de la vida pública, a la pérdida de eso que Hegel llamaba la “ética objetiva” o Sittlichkeit. Se refería de esta manera no al subjetivismo individualista del deber ser kantiano sino a la moral colectiva, al lenguaje que hablan cotidianamente las instituciones y las prácticas concretas de una sociedad y a través de las cuales se puebla de sentido la existencia de quienes la habitan 
. Sucede que toda institución es la puesta en acto de una idea; por eso, cuando las instituciones no cumplen los fines para los cuales fueron creadas y la gente pierde entonces la confianza en los políticos o en los jueces o en los empresarios o en los sindicalistas o en los policías, se ingresa en el mundo alienado del sin sentido 
. 


Basten algunas evidencias empíricas 
. Para la amplia mayoría de los argentinos entrevistados en el último medio año, la política se ha vuelto un sinónimo por antonomasia de corrupción y de privilegio y un 75 % no muestra interés alguno de involucrarse en ella (PNUD). Tres de cada cuatro, ni se sienten identificados con el sistema democrático argentino ni creen tampoco que el resto de los ciudadanos confíe en él (IBOPE). Menos del 5 % emiten juicios positivos sobre los legisladores (0,9 %); el Poder Judicial (0,8 %); los jueces (1,8 %); el Congreso (4,9 %); los gobernadores (1,8 %); o las relaciones entre los partidos políticos (2,2 %) o el estado (4,8%) con la sociedad (IBOPE). Un 70 % considera que la opinión de los ciudadanos no cuenta para nada y son mayoría quienes afirman que los grandes capitalistas nacionales y extranjeros poseen más poder que el gobierno (PNUD). Es interesante constatar que, en el último sondeo de Gallup, únicamente un 25 % de los encuestados afirma que los políticos son los principales responsables de la crisis que vive el país mientras que un 72 % achaca la situación a “toda la clase dirigente”, esto es, a “los políticos, los banqueros, los sindicalistas, los empresarios, los jueces, etc.” A esto se agrega que el rechazo hacia las empresas de servicios públicos privatizadas ha subido ahora a un inédito 88 % (PNUD).


Los datos presentados tienen un corolario muy significativo. Mientras que en junio de 1995 un 76% de los respondentes consideraba que “la democracia es preferible a cualquier otra forma de gobierno”, tanto en octubre de 2001 como en febrero de 2002 alrededor de un 40% dejó de creerlo así y la cifra exhibía una tan clara como esperable asociación positiva con el nivel económico y social de los entrevistados (PNUD). Algo más: entre 4 y 5 de cada 10 encuestados admitieron ya en octubre que tolerarían “un gobierno autoritario si de esta manera se pudieran resolver los problemas de seguridad o los económicos” (PNUD). Por otra parte, es revelador que la proporción de quienes opinaron que una democracia puede funcionar sin partidos políticos haya crecido casi un 50 % entre octubre y febrero últimos, pasando del 28 % al 41 % (PNUD).


Desde luego, una crisis orgánica de esta profundidad provoca siempre reacciones múltiples. Una de ellas – anunciada y estigmatizada por el propio Hegel hace doscientos años – consiste en un repliegue en el individualismo cerril del “sálvese quien pueda”, lo cual abarca los comportamientos cada vez más bandoleriles de muchos grandes grupos económicos y de los políticos y funcionarios asociados a ellos. Una segunda respuesta es la fuga: el flujo real y potencial de emigrantes alcanza hoy niveles sin precedentes en períodos de vigencia de la Constitución. En tercer lugar, se han expandido fenómenos que van desde el refugio en comunidades religiosas, en la “cultura del narcisismo” o en prácticas esotéricas hasta el incremento de las adicciones y de la criminalidad, especialmente entre los jóvenes.

 En el otro extremo, además del fortalecimiento de movimientos sociales ya existentes y de la sublimación de la crisis en notables expresiones artísticas y literarias, han surgido en diversos sectores nuevas y originales actitudes solidarias de variados alcances y formas: el Frente Nacional de Lucha contra la Pobreza (que, en noviembre de 2001, consiguió juntar más de tres millones de votos en su reclamo de un ingreso mínimo para los desocupados); los movimientos de “piqueteros”; los “clubes del trueque”; las asambleas populares; los cacerolazos; las múltiples formas de voluntariado;  etc. 

2.-

La pregunta que se impone es cómo se sale de una crisis de semejantes porporciones y de qué modo es posible reconstituir el espacio público. Esbozo un par de comentarios a manera de respuestas tentativas.

I.-  Ante todo, sería recaer en las premisas del neoliberalismo imaginar que la economía constituye una esfera autónoma, dotada de una lógica propia, y que, por lo tanto, la recomposición institucional es un proceso más o menos ajeno a ella, del cual deben ocuparse los dirigentes políticos o, en todo caso, los politólogos, los administradores públicos, los juristas o los sociólogos. Por el contrario, sin un cambio profundo del régimen social de acumulación vigente (que involucra a la economía, a la sociedad y a la política) esa recomposición no resulta siquiera pensable.  Doy por lo menos dos razones entre las varias que sostienen una proposición como ésta.

 La primera es que, en la Argentina, no ha habido en estos años desregulación alguna de los mercados: tal es la denominación ideológica que se le dio a la modificación de las reglas que los estructuraban antes y que han sido reemplazadas por otras, destinadas a beneficiar a agentes económicos distintos. Desde luego, no hay en ello nada de sorprendente puesto que, a diferencia de lo que pregona el canon neoliberal, si puede haber estado sin capitalismo, no existe capitalismo sin estado. Lo que por cierto resultan sorprendentes son el carácter consistentemente regresivo de las re-regulaciones que tuvieron lugar, las prácticas corruptas que las acompañaron y los niveles de desigualdad, de polarización social, de pobreza, de desocupación y de movilidad descendente que han generado. Por una parte, este deterioro generalizado ha corroído  la capacidad operativa y la credibilidad misma de las instituciones y, por la otra, las medidas adoptadas fueron producto de un decisionismo irrestricto que redujo los márgenes de acción y privó de legitimidad sustantiva a los funcionarios  que, por acción u omisión, se hicieron cómplices de él.

Una segunda razón sobre la que me importa insistir es que los derechos cuestan plata y si las instituciones públicas carecen de recursos (en forma directa, por problemas de asignación; o en forma indirecta, a causa de la corrupción y/o la ineficiencia) no están en condiciones de asegurar esos derechos, sean ellos el derecho a la salud o al trabajo o a la justicia o a la seguridad. Más aun: se instaló en estos años en el país el dogma de la libertad negativa, según el cual la libertad equivale simplemente a la falta de interferencias. Se sigue de este planteo que, establecida la democracia liberal, todos los ciudadanos son libres por definición, ya que se supone que una cosa es la libertad y otra, su ejercicio 
. Nótese: de acuerdo a la ley, cualquier persona es libre de estudiar, de circular, de asociarse, etc.; si no lo puede hacer por carencia de recursos, esto no afecta su condición de persona libre sino simplemente su capacidad de usar la libertad de la cual se presume que, de todas maneras, goza. Uno de los corolarios de este argumento es que la obligación del gobierno se limita a garantizar la libertad de los ciudadanos y no a asegurar su ejercicio. Por el contrario, cada vez que intenta hacer esto último estaría violando su misión pues obstacularizaría la plena libertad de los agentes económicos y de los mercados, que son los únicos capaces de realizar una asignación óptima de los recursos disponibles. Se soslaya así que cualquier compromiso con la libertad implica también un compromiso con las precondiciones sociales que la tornan posible. Si éstas no se hallan presentes, si no existe esa “igualdad básica de condiciones” de que hablaba Tocqueville, si el sujeto no dispone de una cuota mínima de dignidad y está dominado por miedos tan elementales como el de no lograr sobrevivir, se encuentra  privado de autonomía moral y su presunta libertad se convierte en apenas un simulacro. Como sostuvo hace años León Blum: “Toda sociedad que quiera asegurar a los hombres la libertad debe empezar por garantizarles la existencia” 
 .


II.- Lo que llevo dicho me parece una condición necesaria para poder encarar una recomposición institucional exitosa. Hay que reestructurar el régimen social de acumulación vigente, cambiando sus prioridades, sus normas, sus prácticas y el tipo de agentes económicos que moldea. Es imprescindible proceder a una redistribución progresiva del ingreso y de la riqueza. Los derechos económicos, sociales y culturales de la población deben ser el eje y no el apéndice los presupuestos públicos. A pesar de toda su complejidad, ésta es una condición necesaria pero no todavía suficiente para esa recomposición pues esta última requiere, en cada caso, diseños y reformas sectoriales específicas. Sólo que, repito, ninguna ingeniería institucional puede ser exitosa si no varían al mismo tiempo y de modo sustancial las características del contexto. La democracia no se corrige con más democracia si esto equivale a proponer más de lo mismo. 

�  He desarrollado estas cuestiones en La rebelión del coro  (Buenos Aires, Nueva Visión, 1989) y más recientemente, en relación a la crisis argentina actual, en “Variaciones sobre un tema de Hegel”, en  J. E. Burucúa y otros, La ética del compromiso (Buenos Aires, Altamira/Fundación OSDE, 2002)


�  “La Argentina es un Estado debilucho, que está al borde de la anomia, atravesando una situación riesgosa que se agudiza porque tenemos instituciones débiles y una sociedad desintegrada, propensa a caer en el fastidio”. Viene de declararlo el actual ministro de Justicia, Jorge Vanossi, en La Nación, 17/3/2002, pág. 11


�  Los datos son inéditos y provienen de dos fuentes distintas. Por una parte, las encuestas nacionales realizadas en octubre de 2001 y febrero de 2002 por Gallup para el “Informe sobre la democracia en Argentina” del PNUD (en adelante, PNUD). Por la otra, la encuesta nacional efectuada en febrero de 2002 por IBOPE OPSM para el “Monitor de tendencias económicas y sociales” (en adelante, IBOPE).


�  Es la posición que sostienen teóricos tan importantes como Isaiah Berlin o John Rawls. Para una refutación muy convincente, ver G. A. Cohen, “Falta de dinero es falta de libertad” (mimeo)


�  Ver sobre esto mi Democracia..., págs. 100-103. Para salir al paso de una posible objeción de corte demagógico-populista: la falta de libertad no implica necesariamente falta de resistencia, como ya lo probaron hace mucho las revueltas de los esclavos. Y, desde luego, todo sujeto cuenta con la libertad última de dejarse morir. Pero no es de esto de lo que hablo sino del goce pleno de los derechos constitucionales en los que se funda una democracia representativa. 





